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PRESIDE: — Señor Representante Ronald Pais. 


MIEMBROS: Señores Representantes Carlos González Álvarez, Gabriel Pais, Gustavo Penadés, Daniela 
Payssé, Martín Ponce de León e Iván Posada. 


INVITADOS: Por el Banco Central del Uruguay, economista Julio de Brun, Presidente; doctor Miguel 
Vieytes, Vicepresidente; economista Andrés Pieroni, y liquidador del Banco de Crédito, 
contador Jorge Sánchez. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Pais) (don Ronald).- Está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación del Banco Central del Uruguay para analizar diversos 
aspectos y, fundamentalmente, la problemática del Banco de Crédito. La invitación a concurrir a esta 
Comisión se debió, básicamente, a la visita que realizara a este ámbito una delegación de la Asociación de 
Bancarios del Uruguay planteando su preocupación por la situación actual del Banco de Crédito, el proceso 
de liquidación, haciendo abstracción del tema laboral, que se está tratando en otra esfera. Hemos enviado las 
versiones taquigráficas de esas reuniones al Banco Central para que tomaran conocimiento de estos aspectos. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- En la sesión anterior, en la que se les invitaba a participar para analizar el 
problema actual de la subasta del Banco de Crédito -también hay otros temas para tratar a posteriori-, 
acordamos enviarles la versión taquigráfica previa a la concurrencia a la Comisión a los efectos de que 
se pudiesen manejar. 


A los efectos de economizar el tiempo, si los señores Directores están dispuestos a dar su punto de vista en 
base a lo expresado en la versión taquigráfica, podríamos adelantar en algunos puntos, evitando así la 
reiteración de los temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay tres aspectos a tener en cuenta. Uno es la situación actual de la subasta, 
de la liquidación del Banco de Crédito y la exposición de la Asociación de Bancarios del Uruguay. 


El segundo aspecto relacionado con el Banco de Crédito refiere al proyecto de ley de los ahorristas -que está 
a estudio de la Comisión- y el Banco Central ya dio su opinión al respecto. No obstante, el señor Diputado 
Gabriel Pais en la sesión pasada pidió un asesoramiento específico sobre si los acuerdos internacionales que 
habían determinado el desembolso en su momento que daba las posibilidades a la ley de formar el Fondo de 
Estabilización Bancaria permitía aplicarlo a otros destinos como establecía el proyecto 


El tercer tema, que no tiene nada que ver con el Banco de Crédito, refiere a los sueldos o remuneraciones del 
Nuevo Banco Comercial. 


SEÑOR DE BRUN.- Efectivamente, recibimos y leímos la versión taquigráfica de la reunión del 31 de 
marzo de 2004. Quiero señalar que más allá de estar llena de inexactitudes y tergiversaciones sobre lo 
que fueron los hechos que derivaron en el despido, sobre las razones y lo que ha sido el proceso de 
liquidación, se mezclan algunas otras consideraciones sobre si fue correcta o no la decisión del Banco 
Central en su momento de proceder a la liquidación del Banco de Crédito, más algún cruce con el tema 
de si la subasta que se pretendía hacer por parte del Banco Central era una forma de justificar la 
decisión de liquidar el Banco; todo un conjunto de afirmaciones en general carentes de sentido. 


Preferiría explicar a la Comisión no tanto por el tono negativo de ir refutando afirmaciones, que creo no 
corresponden, sino por el tono positivo de decir cuál ha sido el proceso que ha querido llevar adelante el 
Banco Central respecto a la liquidación del Banco de Crédito en estos últimos meses, ante qué nos 
encontramos y qué medidas hemos tomado al respecto. 


En oportunidad de nuestra última comparecencia en esta Comisión -si mal no recuerdo fue a principios de 
febrero-, estábamos entrando, precisamente, en lo que para nosotros era la etapa final de la liquidación del 
Banco de Crédito, y estábamos dedicados a reunir alrededor de US$ 50:000.000 que faltaban para completar 
los derechos que los depositantes tenían en la liquidación de este Banco, tal como estaba previsto en el 
convenio oportunamente firmado entre los acreedores de esta institución. 


Efectivamente, tras la venta de parte de la cartera efectuada a fines de enero, más algunas recuperaciones de 
cartera efectuadas a esa fecha, más otras gestiones que se lograron posteriormente durante el mes de febrero, 
se estaba llegando a una cifra del orden de los US$ 110:000.000 de pasivos correspondientes a depositantes 
que aún restaba cancelar; a ello se suman distintas compensaciones, pagos y otras acreencias obtenidas entre 
fines de enero y durante febrero, lo que llegaba a un total a pagar de algo más de US$ 50:000.000, como 
señalaba hace un momento. ¿Qué recursos había para obtener eso? Básicamente, dos grandes fuentes. Una de 
ellas es una cartera no cobrada, pero sí refinanciada, fruto de la gestión durante los ocho, nueve o diez meses 
previos en la liquidación del Banco de Crédito. 


SEÑOR PONCE DE LEON.- No quiero empezar con una duda. ¿Me podría repetir las dos cifras de lo 
que es el pasivo antes de pasar a lo que sería el activo? 


SEÑOR DE BRUN.- Es el pasivo con depositantes; después están los derechos del Estado y demás. 


Decía que a fines de enero quedaban por pagar unos US$ 110:000.000, de acuerdo con los registros, a lo que 
hay que deducir distintas compensaciones y cobros logrados durante fines de enero y principio de febrero. 
Precisamente, esta es la cifra que hoy está en proceso de determinación, pero que estaría llevando esos 

US$ 110:000.000 a aproximadamente la mitad, alrededor de los US$ 55:000.000, que es la masa de recursos 
que nos estaba faltando obtener para completar la liquidación desde el punto de vista de los recursos de los 
depositantes. Y uno de los instrumentos para ello es una cartera refinanciada que ronda los US$ 50:000.000, 
con plazos entre siete, ocho, hasta doce años en general a tasas de mercado, con garantías mejoradas. Esta es 
una forma de obtener recursos, pero evidentemente se va a hacer a largo plazo. 


Hay otra cartera remanente del orden de los US$ 220.000.000 -aunque hay que hacer algunas depuraciones-, 
que realmente uno podría considerar como la cartera "dura" del Banco de Crédito en cuanto a la posibilidad 
de recuperación. Fundamentalmente, es una cartera que ya estaba vencida en julio de 2002 cuando el Banco 


fue suspendido; era precisamente la parte más débil en lo que tenía que ver con la estructura del Banco y lo 
que de alguna manera hacía dudar de su viabilidad en el momento de reapertura y lo que determinaba la 
necesidad de recapitalizar el Banco para cubrir ese activo que no era redituable para la institución. Esta es 
una cartera que tiene un valor contable que andará alrededor de los US$ 40:000.000, cifras que están en 
proceso de depuración contable; se han hecho todas las previsiones. Parte de esta cartera ya estaba vencida en 
julio de 2002, o sea que ya venía con atrasos hasta ese momento; pasó todo el resto del año 2002, soportó los 
esfuerzos de recuperación durante el 2003, o sea las gestiones de cobro por parte del Banco; no fueron 
deudores que acudieron voluntariamente a cancelar sus obligaciones como hicieron otros ante los distintos 
mecanismos que se fueron habilitando en cada momento durante el proceso de recuperación de esos activos. 
Es de destacar que en cada instancia en que el Banco de Crédito en liquidación anunció alguna operación de 
venta de carteras fueron momentos que coincidieron inmediatamente con fuerte afluencia de deudores a 
cancelar sus obligaciones. Y ante dos o tres llamados que hubo en ese tiempo, donde efectivamente hubo 
recuperaciones importantes, estos deudores en general no vinieron; tampoco utilizaron los mecanismos que 
se aplicaron en la cancelación de muchas deudas del Banco de Crédito, la utilización de las cuotas partes, 
dado la fijación de valor de recupero de la cuota parte que se había establecido originalmente en el convenio 
entre acreedores del Banco. Es realmente una cartera cuyo valor de recuperación es dudoso, en todo caso se 
logrará luego de gestiones muy intensas de recuperación a lo largo de mucho tiempo. Con miras a tratar de 
acelerar el proceso de liquidación, entendimos oportuno tantear el mercado a ver si existía la posibilidad de 
vender esta cartera a alguna otra entidad, bancaria o no, que en definitiva asumiera esa recuperación a cambio 
de un precio inicial, que a su vez le permitiera al Banco Central culminar rápidamente el proceso de 
liquidación. Y con esa etapa es que se inicia a mediados de febrero, con un llamado a expresión de interés 
para presentarse a la adquisición de esta cartera. La idea era firmar los contratos de confidencialidad 
correspondientes entre quienes presentaran sus antecedentes para ese llamado a expresión de interés, 
venderles el pliego con las características de lo que sería la venta de esta cartera y luego de un período de 
examen de esa cartera, recibir una oferta por parte de estos interesados. 


A ese llamado se presentaron cuatro entidades y en el momento en que se le iba a entregar el pliego para que 
pudieran empezar a analizar la cartera y hacer sus ofertas, el liquidador hizo la solicitud de información 
correspondiente a los servicios del Banco a fin de preparar la información para que estuviera ordenada, 
armada y actualizada, de tal manera que pudiera ser estudiada por quienes tuvieran interés en hacer la oferta. 
Entonces, allí empezaron a surgir oposiciones o resistencias de parte de los trabajadores del Banco de Crédito 
para preparar la información en la forma solicitada por el administrador del fondo de recuperación de activos. 


Las medidas empezaron con mayor intensidad el jueves 4 y lo recuerdo porque tenía que viajar al exterior ese 
día y el liquidador me informó que no había podido acceder a la información porque habían comenzado 
medidas gremiales. Yo lo atribuí a la posible aspiración del gremio en cuanto a que se acelerara el proceso de 
contratación por parte de los Bancos públicos en el marco del acuerdo de tres por uno oportunamente suscrito 
entre los Bancos Públicos y AEBU, pero cuando volví el día lunes me encontré con que, en realidad, no había 
habido señalamientos por parte del gremio en ese sentido. De hecho no había habido expresión de motivos 
más allá de comentarios de prensa que empezaron a aparecer en los días siguientes, respecto de la oposición 
del sindicato ya no por un tema de relaciones laborales entre el Banco Central y los funcionarios del Banco 
de Crédito, sino simplemente por una oposición a que la liquidación del Banco de Crédito se llevara adelante 
por la vía de venta de parte de la cartera. 


El miércoles 10 se intimó a los funcionarios a que entregaran la información y el viernes 12, ante la 
comunicación de que no lo iban a hacer pero que estaban dispuestos a realizar otras tareas en el Banco de 
Crédito, y en el contexto de medidas gremiales adoptadas en forma ilícita con vicios tanto desde el punto de 
vista formal como sustancial, se procedió a su despido, luego de que el Banco Central evaluara el hecho de 
que no se podía seguir adelante con la liquidación en los términos previstos con esos funcionarios. Y me 
refiero a vicios desde el punto de vista formal porque no hubo comunicación ni se siguieron todos los 
procedimientos previstos tanto en la ley como en los convenios relativos al sector bancario para prevención 
de conflictos, y desde el punto de vista sustancial porque, en definitiva, las medidas no apuntaban a una 
defensa del derecho de los trabajadores sino, lisa y llanamente, a una irrupción en la gestión de los fondos por 
parte del Banco Central, oponiéndose a realizar la liquidación en los términos dispuestos por la autoridad 
correspondiente. 


A partir de allí ha seguido un proceso de reorganización de los trabajos en el Banco de Crédito, destinado 
fundamentalmente a tres cosas: atender las obligaciones laborales con los funcionarios despedidos -esto es 


liquidar los sueldos, lo que ya se hizo, y preparar las indemnizaciones por despido correspondientes, lo que se 
está haciendo en estos días-, por otro lado seguir con los trabajos preparatorios de la subasta originalmente 
prevista -lo que está actualmente en proceso- y también con la actualización de toda la información contable 
relativa a las cuotaparte para poder seguir con el procedimiento de liquidación pagando a los depositantes 
algunos valores que hoy ya están disponibles en el Banco de Crédito y, a su vez, tener todo preparado para 
que si finalmente la subasta es exitosa poder culminar el proceso de liquidación. 


Esa es, a grandes rasgos, la historia de cómo ha sido la evolución de la liquidación del Banco de Crédito, 
desde la última presentación del Banco Central en esta Comisión. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- En primer lugar me gustaría saber si en la delegación está presente el liquidador 
del Banco. 


Me dicen que sí y me refería a ello porque creo que eso nos puede ayudar más a entender algunas cosas ya 
que en su exposición el señor Presidente del Banco Central habla de inexactitudes que contenía la 
presentación que hizo AEBU en la Comisión de Hacienda en su momento. 


No quiero entrar a discutir el tema de si es cierto o no que AEBU proporcionó los datos necesarios para llevar 
adelante la subasta. Yo tengo entendido que en ese momento el Banco de Crédito disponía del total de la 
cartera y de información relativa a las condiciones en que estaba, etcétera, a los efectos de poder hacer la 
subasta. Considero que no tendría sentido que hubiese habido un llamamiento para realizar la subasta si no se 
disponía de los datos. Me parece absolutamente incongruente llamar primero a una subasta de carteras -en 
ese sentido hubo avisos públicos, en la prensa- y recién después ponerse a buscar los datos de lo que se iba a 
subastar. Entonces, cuando se me dice que no se disponía de información o que AEBU se negó a brindarla, no 
me queda claro qué tipo de información era la que AEBU se negaba a brindar dado que, reitero, para efectuar 
la subasta había que tener los datos y si se habían publicado avisos relativos a que se iba a realizar la subasta 
era porque se tenían los datos. 


Esa es mi primera puntualización con respecto a un tema que considero que, en definitiva, no es el más 
importante aunque a partir de allí se genera el despido de los 133 funcionarios, de acuerdo con lo que ha 
expresado recientemente el Presidente del Banco Central. Pero ese es un tema que no está en discusión en la 
Comisión de Hacienda y creo que inclusive esta delegación ya ha concurrido a la Comisión de Legislación 
del Trabajo a fin de considerar ese asunto, ya que se ha sostenido que ha habido una persecución sindical, lo 
que deberá dirimir esa Comisión. 


A mi juicio el tema va más allá del planteo de AEBU y tiene que ver con los mecanismos que el Banco 
Central lleva adelante para la recuperación de la mayor cantidad de dinero posible por dos razones. Por un 
lado para contemplar a los ahorristas -me parece fundamental tratar de pagarles todo el importe, si es posible; 
para eso el Estado en su momento renunció a cobrat- y, por otro, para recuperar para el Estado, si es posible, 
porque el asunto es que el Estado puso la plata; este, que es la sociedad en su conjunto -incluyendo al 
compañero que gana trece pesos por hora limpiando en esta casa- puso su dinero para poder financiar esta 
crisis bancaria. Por tanto, se trata de que el Estado también recupere en la medida de lo posible; no vamos a 
pedir imposibles. 


De los datos que surgen de la versión taquigráfica -en este momento no tengo subrayada la versión que me 
llegó ayer- antes de la subasta había una recuperación importante y a los cuotapartistas ya se les había hecho 
un pago, parte en efectivo y parte en bonos, que creo que corresponde a lo que en definitiva puso la Secta 
Moon para cancelar el adeudo que tenía con el Banco de Crédito. Creo que en caja había alrededor de 

US$ 55:000.000, también en efectivo y en bonos de recuperaciones, que se habían realizado pero que todavía 
no habían sido repartidas para los cuotapartistas, y a la vez había refinanciaciones por alrededor de 

US$ 70:000.000; creo que la cifra que dio la Dirección de AEBU en su momento fue de US$ 68:000.000 o 
US$ 69:000.000. 


Si no recuerdo mal, con esa cifra estaba faltando muy poco dinero -creo que alrededor de US$ 50:000.000 
más- para ponerse al día con los cuotapartistas y los ahorristas, devolverles en efectivo o en bonos el cien por 
ciento de sus haberes y lo correspondiente a los acreedores, y quedaba una cartera de US$ 320:000.000 -no 
manejo esa cifra pero no me queda claro si a ella le tengo que restar esos US$ 70:000.000 de refinanciación, 
porque no sé si eso entra en la subasta o no- de la que el Estado en última instancia podía obtener una 


recuperación importante que de alguna forma sirviese para tener un resarcimiento de lo que había aportado al 
Banco de Crédito en su momento para mantenerlo en funcionamiento hasta que llegó la crisis. 


La duda que a uno le surge es la siguiente. Todos sabemos que si se va a subastar la firma jurídica que se 
presente a la subasta va a intentar sacar el menor precio posible para optimizar su ganancia. 


El Vicepresidente Vieytes me dice que no con la cabeza. Yo hasta ahora creía que quienes se dedicaban a los 
negocios financieros siempre trataban de ganar lo más posible; de repente el señor Vieytes me explica que no 
y que aquí hay gente que está dispuesta a subastar perdiendo plata para beneficiar a los ahorristas y al Estado. 


SEÑOR VIEYTES.- Las firmas que están registradas como interesadas en analizar la cartera y 
presentar una oferta no son jurídicas. Es más; hay alguna institución financiera de plaza. Obviamente 
las mismas tienen un "know how" -como tienen los Bancos- en el tratamiento de los créditos. 


Mi negativa con la cabeza refería fundamentalmente a la caracterización de jurídicas. 
SEÑOR ÁLVAREZ.- Quise decir personas jurídicas. 
SEÑOR VIEYTES.- Perfecto. 


SEÑOR DE BRUN.- Mi aclaración sí se refiere al tema del lucro. No niego que cada agente económico 
busque maximizar el lucro; lo que modera eso es la competencia, que es lo que hace que en definitiva 
esas ganancias sean normales. Precisamente lo que hemos tratado de hacer es un proceso competitivo 
para la venta de esa cartera, a fin de poder obtener el valor más razonable posible, sin perjuicio de la 
propia evaluación que pueda tener el Banco Central como administrador de la cartera, que en 
definitiva será lo que en última instancia determine si acepta o no el valor que se le ofrece por ella. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Acepto como razonable el planteo que me hace el señor Presidente del Banco 
Central. Eso inclusive implicaría que quizás el Banco Central pueda rechazar las ofertas que le 
presenten para la subasta de la cartera. Me parece correcto el razonamiento; creo que no estaban 
dispuestos a reglar la cartera y nunca partí de esa base. Mi preocupación parte de cuál fue la 
evaluación que llevó al Banco Central a pensar que podría obtener mayor cantidad de dinero haciendo 
una subasta en un proceso de liquidación que se venía llevando adelante y que había dado buenos 
resultados. Creo que de todos los bancos privados que tuvieron problemas este fue el mejor proceso de 
recuperación, inclusive de la banca oficial. El Banco de la República, por ejemplo, no ha logrado un 
proceso de recuperación importante en este período. 


No me opongo a buscar soluciones para cada caso concreto. Por un lado creamos el fideicomiso del Banco de 
la República y, por otro, un fideicomiso especial para el resto de los bancos, incluyendo el Banco de Crédito. 
Todavía no tengo claro si se ha dirimido el famoso tema de hasta cuánto se pagaba por concepto de 
comisiones, en qué condiciones se hacía y si se fijaba o no un precio. Ahora aparece una subasta. Estamos 
buscando soluciones distintas, lo que puede ser correcto, pero daría la sensación de que al ser casos 
provenientes de la misma crisis habría que buscar una solución única. 


La duda que me queda -me gustaría tener elementos para convencerme de que se está actuando de la mejor 
forma posible para la defensa no solo de los ahorristas sino también del Estado- es por qué no se sigue con un 
proceso de liquidación que debe haber sido de los mejor llevados adelante hasta este momento. Conocemos 
procesos de liquidación que duran años y años, y cuando se termina de liquidar ya el patrimonio ha 
desaparecido. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Confieso que el primer punto que quiero plantear me causa cierto 
asombro. El señor Presidente del Banco Central dice que los funcionarios agremiados exorbitaron la 
defensa de sus ingresos y, eventualmente, de sus fuentes de trabajo, en lo que llamó objetivos gremiales 
normales, expresando que pretendieron tomar el control de la gestión de liquidación. Tengo claro que 
la responsabilidad de la gestión es de las autoridades constituidas que, por una u otra vía, representan 
al conjunto de la sociedad, y más en circunstancias de esta naturaleza. Pero otra cosa es manifestar que 
el tema no tenía nada que ver con los derechos de los trabajadores. ¡Vaya si se estarían jugando fuentes 


de trabajo, cuando en pocos días hubo un despido general de funcionarios! En otra coyuntura del país, 
esto hubiera desatado un conflicto generalizado; eso todos lo tenemos claro. En otros momentos del 
tema bancario, la Asociación de Bancarios del Uruguay ha tomado medidas sin preaviso que pararon 
el sistema, habilitando de alguna manera los tiempos para que las autoridades adoptaran las medidas 
que las circunstancias ameritaran. Esto ha sido valorado públicamente más de una vez. 


Creo que una cosa es la defensa de la fuente de trabajo inmediata y otra cosa es el largo plazo. Es razonable 
que a largo plazo haya una interacción con decisiones que son de gestión. Eso es así en todos los Entes 
públicos y en todas las empresas privadas de cierto porte. Podemos ver convenios laborales en los cuales de 
común acuerdo con los trabajadores se establecen pautas cuyo efecto tiene que ver con el largo plazo y no 
con el corto plazo. Esta situación tiene que ver muy directamente con las fuentes de trabajo. Se puede discutir 
si es buena la solución de que la liquidación de los créditos pase a ser administrada por particulares, ya sea a 
través de una subasta o de otro método, o siga siendo administrada por ex funcionarios del Banco de Crédito. 
¡Vaya si habrá un tema de fuentes de trabajo en el medio! No tengo duda de que eso produzca fricciones y 
discusiones que hay que saber procesar adecuadamente. La pregunta es si esto se manejó con el criterio y la 
prudencia del caso. De acuerdo con la argumentación brindada por el señor Presidente del Banco Central 
habrían tenido que echar a mucha gente antes de muchos bancos y de otros ámbitos de la actividad nacional. 
No es el criterio que se ha seguido habitualmente porque, en general, se ha sido mucho más flexible. 


Hay que reconocer que lo que estaba en juego tiene que ver con intereses del sindicato, lo cual no puede 
llevar a cuestionar las decisiones. Se puede decir que desde hacía meses veníamos trancados en el Banco de 
Crédito. Es cierto, pero el período en el que se desfasó su evolución después de la crisis fue el de la 
renegociación para ver si se reabría. Ese es el plazo largo que intercala en los acontecimientos históricos. 
Probablemente, valió la pena los esfuerzos que se hicieron y hasta se puede dudar de si no habría que haber 
hecho más. Si se invirtió tanto tiempo, lo que afectaba los intereses de los cuotapartistas o depositantes, al 
resolverse ese problema la percepción -la trasmitió el señor Presidente del Banco Central en otras ocasiones- 
es que el proceso se venía desarrollando en el Banco de Crédito bastante mejor que en los demás. Entonces, 
no me resulta comprensible este final abrupto en lo que hace a la relación con los funcionarios. 


El señor Diputado Alvarez preguntaba por qué subastar y no seguir con el recupero a partir de los 
funcionarios. Yo pregunto quiénes están haciendo esas tareas. Salieron más de cien personas, pero supongo 
que se necesita bastante gente para hacer ese trabajo. ¿Hay ahí una cartera refinanciada, de US$ 50:000.000 o 
US$ 60:000.000, con un proceso de recupero normal? Supongo que tendrán garantías y contratos firmados, 
pero hay que seguir cobrando a lo largo de mucho tiempo una cartera que pasó a estar en categoría buena, 
más allá de los números. Eso requiere funcionarios. ¿Quién lo está haciendo? ¿No era razonable seguir 
haciéndolo con una parte de los que ya estaban? 


Cuando se habla de US$ 40:000.000 valor contable, me interesa conocer el porcentaje de los 
aproximadamente US$ 220:000.000 -supongo que se trata de valores nominales-, y qué monto es cartera 
castigada. ¿Cuál es el valor contable que se asigna a esa cartera? Valor contable no es el real, y 
probablemente el valor nominal tampoco. Seguramente la cartera castigada sea el ejemplo extremo. Supongo 
que hay una cierta estimación de las posibilidades de recupero. De esos US$ 220:000.000, ¿cuánto hay de 
garantías, más allá de los plazos y las circunstancias? 


Otra pregunta se refiere al pliego. Quiero saber si existe. Entiendo la reserva sobre la información de las 
carteras, pero el pliego es una cosa y la información es otra. De alguna manera, el pliego nos daría una idea 
de los criterios, de las pautas que tengan algún vínculo con las que se están estableciendo en los otros ámbitos 
a los que refería el señor Diputado Alvarez. 


SEÑOR GONZALEZ ÁLVAREZ.- Voy a dividir las preguntas en bloques. 


El primero refiere a la subasta. ¿Es al contado o hay otro tipo de financiación? Quiero saber si el Banco 
Central tiene un mínimo para aceptar la oferta. Estoy hablando de los US$ 220:000.000. Me imagino que 
habrá un plan A y un plan B. ¿Se va a permitir al Banco de la República competir en la subasta? El señor 
Diputado Posada decía que podía ser el fideicomiso del Banco de la República. ¿Esto se ha analizado y está 
resuelto por parte del Banco Central? También quiero saber si AEBU o alguna agrupación similar de 
funcionarios podría competir. Esta podría ser una manera de descomprimir el problema laboral. 


El segundo bloque refiere a quién opera actualmente el Banco de Crédito, además del liquidador. Me refiero 
a quién liquida los sueldos, quién paga los despidos, las cuentas de la luz, del agua, quien paga a los porteros, 
etcétera. ¿Dónde se paga y se pagará -escuché que había US$ 50:000.000 refinanciados- en los próximos 8, 
10 o 12 años, que imagino que será mensual, trimestral o anualmente. 


El tercer bloque de preguntas tiene que ver con lo siguiente. Con la situación actual de las finanzas del Banco 
de Crédito, con lo que se estima se podrá recoger de la subasta ¿se podría adelantar el pago a los ahorristas, 
que hoy está programado con bonos a muy largo plazo? ¿Se podría anunciar que si se obtiene equis cantidad 
de dinero de la subasta -no sé si al contado o no porque esa sería una cuestión vinculada a la primer pregunta- 
se adelantará algunos años el pago a los ahorristas? Los temas relacionados con los funcionarios serán 
tratados en las Comisiones especializadas que correspondan, mientras que lo que les suceda a los ahorristas 
nos preocupa mucho. En esta Comisión hay un proyecto de ley que el Partido Nacional ya ha manifestado 
que votará en Comisión y en el plenario, por el cual se da un tratamiento distinto a los ahorristas del Banco 
de Crédito. Las autoridades del Banco Central ya tienen copia del proyecto de ley y si ese organismo 
anunciara que a partir de este mecanismo podría darse un adelantamiento, ese proyecto podría 
descomprimirse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo agregaría una pregunta más. 


En la sesión pasada se afirmó que al día de hoy la liquidación está absolutamente paralizada. Quiero saber si 
efectivamente se ha detenido ese proceso. 


SEÑOR DE BRUN.- Aquí tenemos una serie de consideraciones a realizar y yo preferiría agruparlas 
en dos o tres bloques, en aras de una mayor claridad en la exposición. Uno está vinculado a aspectos 
operativos, ya sea de la liquidación, de cómo está funcionando, dónde se está cobrando y demás. En 
cuanto a si hay o no información para poder llevar adelante la subasta, pediría al contador Sánchez 
que diera una respuesta. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Vamos a comenzar haciendo referencia cronológicamente al llamado que se hizo 
para la venta de determinados activos, fundamentalmente de los créditos que integraban la cartera a la 
que hizo referencia el señor Presidente del Banco Central, de alrededor de US$ 220:000.000. 


Cuando se hace el llamado a interesados, a mediados de febrero, se tenía la información de los saldos 
actualizados de esa cartera al 31 de enero. En esa fecha simultáneamente ya se había hecho -el 30 de enero- 
una primera venta de determinados créditos, en la que participaron diferentes interesados. Esto se materializó 
efectivamente en el mes de febrero, no solo en cuanto a la venta en sí, que se produjo a través de la cartera, 
sino también por el impacto que tuvo la realización de ese llamado, al motivar a muchos deudores a venir a 
plantear sus propuestas de cancelación, muchas de las cuales fueron aceptadas. 


Entonces, en ese mes de febrero teníamos gran cantidad de movimientos en las cuentas de los deudores que, 
eventualmente, modificarían los saldos que teníamos. 


Si bien se hizo el llamado a interés, a los efectos de poder concretar la venta en sí -para lo cual los 
interesados debían hacer sus ofertas-, en este tipo de situaciones los interesados acceden a una "view 
diligence", es decir, a la posibilidad de ver las carpetas de todos los créditos para formarse una idea adecuada 
de cuánto pueden cotizar. 


Mientras se hacía ese llamado a interés, la idea era continuar con el proceso de ajustar los saldos, 
contabilizando todos los movimientos que había habido, ya sea por la venta de la cartera, por las 
compensaciones que los ahorristas seguían haciendo de sus créditos a favor con eventuales deudas con los 
deudores, a través de mecanismos de cesión de cuotapartes y demás. También había que ir armando las 
carpetas para poderlas entregar a los eventuales interesados, en el sentido de que tuvieran acceso a ellas para 
poder formular sus ofertas. 


Ese tipo de tareas eran las que necesariamente tenían que realizarse a los efectos de que los interesados 
tuvieran toda la información disponible. Es en ese aspecto en el cual se manifestó fundamentalmente la 
reticencia de los trabajadores a brindar esa información. Por lo tanto, cuando se hace el llamado, se tenía una 


primer información al 30 de enero, pero para formular efectivamente qué créditos se venderían 
necesitábamos tener el valor ajustado de esos créditos, así como la información disponible en cuanto al 
armado de las carpetas conteniendo los vales suscritos, las garantías. Tampoco debemos olvidar que nosotros 
tenemos contabilizadas las garantías presentadas, pero la contabilización de esas garantías responde a que 
fueron registrados en el momento en que se constituyó la garantía y, evidentemente -sobre todo en las 
garantías inmobiliarias-, los valores de esas garantías han cambiado. No alcanzaba solo con tener el valor 
contable, sino que debíamos tener el documento que mostrara cuál era la garantía para que el interesado 
hiciera su propia evaluación de la garantía real que tenía ese crédito. 


Es en toda esa tarea complementaria de ese llamado a partir de la manifestación de interés que no pudimos 
llegar a disponer de los elementos necesarios para realizar la subasta. 


Eso con respecto al planteo que se hacía de por qué se había hecho el llamado, si no se tenía la información. 
La información en un primer momento se tuvo, pero no se pudo disponer de la actualización de esa 
información, de forma tal que fuera totalmente valedera para mostrarla a los interesados. Se intimó la 
presentación de esa información el 10 de marzo y el 12 de marzo se obtuvo esa respuesta por parte del 
sindicato de los trabajadores. 


Complementariamente con esto, creo oportuno decir que el pliego no se vendió a absolutamente nadie. Por 
allí ha habido informaciones de prensa, según las cuales algunos interesados habían pagado los US$ 5.000 
para obtener el pliego pero, reitero, el pliego no se vendió ni entregó a absolutamente nadie. En el pliego, 
justamente, se iba a incluir el verdadero valor de la cartera, pero no se disponía de ese dato. 


También hemos estado hablando de los aspectos operativos, de cómo siguió el proceso a partir del 15 de 
marzo. A partir de esa fecha quedamos al frente de la liquidación algunos funcionarios del Banco Central, dos 
funcionarios del grupo de funcionarios del Banco de Crédito y también se contó con apoyo de diferentes 
factores. Así empezamos a trabajar en esta nueva etapa del proceso de liquidación, proponiéndonos 
fundamentalmente tres grandes objetivos: liquidar las retribuciones adeudadas a los funcionarios, continuar 
con el proceso de pago a los ahorristas y formular las tareas necesarias para poder efectuar la venta de la 
cartera prevista, así como continuar con la vida normal dentro de las nuevas condiciones. 


En ese sentido, con respecto al pago a los funcionarios, en una reunión que se realizó inmediatamente, en la 
primera semana, en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, se acordó que a fines de marzo -antes del día 
2 de abril- se habrían de pagar los sueldos generados por los funcionarios en los primeros quince días de 
marzo, que fueron los que trabajaron, mientras que al día 15 de abril tendrían el pago de todas las 
retribuciones complementarias generadas por el cese de la relación laboral: despido, licencia no gozada, 
salario vacacional, aguinaldo. 


Corresponde señalar que antes de semana de turismo se liquidó el sueldo de marzo y también las partidas de 
salario vacacional y de aguinaldo para todo el personal. También se hicieron los correspondientes formularios 
para la Caja Bancaria, para habilitar el sistema de seguro de desempleo previsto. Se mandó toda la 
información, inclusive se efectuó el pago de los aportes generados por el mes de marzo y está todo dispuesto 
para que mañana 15 de abril se haga efectivo el pago de los despidos, de todas las partidas correspondientes. 
Ya está todo liquidado y mañana se va a hacer el pago. O sea que en ese aspecto se pudo dar cumplimiento 
con el grupo de funcionarios del Banco Central que están trabajando. 


También se ha encarado el tema de los juicios en trámite. Inmediatamente que se produjo el despido de los 
funcionarios quedamos sin información alguna acerca de la situación en que se encontraban los juicios en 
trámite, tanto aquellos en los que el Estado era demandante como demandado. En ese sentido, junto con la 
jurídica del Banco Central se contrató a algunos escritorios de abogados para que realizaran la tarea de 
conocimiento del estado en que estaban los distintos juicios que se llevan a cabo en el departamento de 
Montevideo. Se consiguió el listado de todos los juicios en los cuales el Banco de Crédito era parte y se ha 
asignado a determinados estudios profesionales la realización de ese inventario para ver en qué etapa están 
esos juicios, de manera de saber cuáles requerían el cumplimiento de algunas etapas urgentes. Esto se ha 
cumplido con el personal de la asesoría jurídica del Banco Central. 


También corresponde señalar que, por supuesto, había que tener acceso a las disponibilidades que tenía el 
Banco y a la información que estaba guardada en el tesoro del Banco de Crédito. En una primera instancia, 
debido a que no teníamos las llaves ni las claves de acceso se contrató a la empresa que hacía el "service" de 


todos los mecanismos de seguridad de las puertas del tesoro y se logró abrirlo. Posteriormente, en la reunión 
que tuvimos en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social los funcionarios manifestaron que estaban 
dispuestos a entregar las llaves y las claves, pero a esa altura ya habíamos procedido a abrir el tesoro. 
Igualmente, pudimos acceder a muchas reparticiones internas que no estaban abiertas, a partir de la 
devolución de las llaves, aunque esto no ocurrió de forma inmediata a la reunión que tuvimos en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En definitiva, se devolvieron algunas llaves y algunas claves. 
También en ese punto pudimos avanzar en la información. 


Al respecto, como en muchos medios de prensa se dijo que en la bóveda había US$ 40:000.000 y demás, 
corresponde señalar que había unos US$ 150.000, porque los US$ 40:000.000 corresponden a los bonos, y la 
gran mayoría de los bonos del Tesoro que estamos manejando son escriturales; por lo tanto, no estaban en la 
bóveda del tesoro ni en ninguna otra porque son una simple anotación en cuenta. Inclusive, el efectivo 
tampoco estaba en la bóveda del tesoro del Banco de Crédito sino en cuentas corrientes o cajas de ahorro que 
tenemos en el Banco de la República y en el Banco Central. O sea que en la bóveda del tesoro no estaban las 
cantidades que se han señalado por allí. 


(Interrupciones) 


——N0, no hubo que dinamitar; simplemente, la empresa que hacía el service, con su conocimiento del 
tema, hizo una pequeña perforación en la puerta y pudo desarmarse el sistema de claves. Luego este 
volvió a reconstruirse, como se hace habitualmente en las situaciones en las que, por alguna razón, no 
se dispone de la clave, como ocurre también con los cofres de seguridad; hay mecanismos que permiten 
resolver la situación. 


También estamos trabajando para recomponer los listados de cuotapartistas y de hacer las actualizaciones; 
inclusive, tratamos de actualizar las disponibilidades de bonos, porque en los últimos días quedaron algunas 
Operaciones sin registrar. Es más: después del 15 de marzo algunos deudores siguieron haciendo sus pagos en 
bonos. Como son bonos electrónicos, escriturales, hacían las transferencias a las cuentas y nos mandaban la 
comunicación de que ya estaba instrumentada para que hiciéramos los registros correspondientes en la cuenta 
del deudor y en los registros de bonos que teníamos. Se trata de tener esa información actualizada a efectos 
de que en pocas semanas podamos hacer un pago complementario a los ahorristas con los bonos que tenemos 
disponibles. 


Con respecto a la atención de los clientes, evidentemente, durante la primera semana fue muy difícil atender 
la catarata de llamados que se produjo, pero con el tiempo hemos podido ir avanzando y, en la medida de lo 
posible, hemos regularizado situaciones y devuelto títulos que correspondían a hipotecas que ya se habían 
cancelado; con la participación de los escribanos del Banco Central y con el de la contraparte se ha podido ir 
avanzando en ese sentido. Cada día que pasa accedemos a mayor cantidad de información y de respuestas a 
los planteamientos de los clientes. 


En cuanto al sistema informático, como no disponíamos de las claves, tuvimos que trabajar con el personal 
de informática del Banco Central y con la empresa que diseñó los programas para tratar de acceder a los 
datos de los archivos informáticos del Banco. Estamos trabajando en eso porque los datos que hay en el 
sistema informático resultan esenciales para seguir adelante; no ha sido demasiado sencillo porque muchas 
veces no es suficiente el aporte de la empresa que diseñó el programa porque luego se introducen ajustes para 
que el sistema resulte operativo en la modalidad de quienes lo administran. O sea que hay aspectos que no 
estaban en conocimiento de los diseñadores del programa. 


SEÑORA PAYSSÉ.- El contador Sánchez habla de que "se está procesando, se está haciendo, se están 
devolviendo títulos de hipotecas, se está entrando en el sistema informático". Me gustaría que se 
precisara un poco más quiénes están llevando adelante este mecanismo que antes involucraba a una 
cantidad importante de personas. No logro entender cómo se pueden llevar a cabo tareas diferentes, 
que se realizan en lugares geográficos distintos y con mecanismos diversos. No me queda claro cómo se 
está haciendo esto. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Las tareas se están realizando con 8 personas del Banco Central y 2 del Banco de 
Crédito. Esta gente está en forma permanente en el Banco de Crédito, pero también tenemos el 


asesoramiento del Banco Central a nivel jurídico e informático; aunque estos funcionarios no estén a 
tiempo completo en el Banco de Crédito también están haciendo esta tarea. 


Otro aspecto que también influye en este tema es el relativo a toda la operativa de los bonos que se habían 
transferido a los clientes en cuentas del Banco de la República. Originalmente, cuando el cuotapartistas 
quería transferirlos a otro agente financiero -por ejemplo, a un corredor de bolsa-, lo hacía a través de una 
solicitud que se presentaba al Banco de Crédito y que luego se transfería al Banco de la República para que 
este, que era el que tenía sus bonos en su cuenta, los transfiriera a quien el cliente indicara. Esa tarea se 
coordinó con el Banco de la República y se está haciendo directamente allí. Quiere decir que se están 
buscando soluciones para cada tarea. 


SEÑOR DE BRUN.- Voy a plantear dos cuestiones adicionales: una tiene que ver con el motivo y la 
forma de la subasta y otra es lo que asombra al señor Diputado Ponce de León con respecto al 
relacionamiento entre el Banco Central y el sindicato y a cómo se llegó a esta abrupta decisión de 
liquidar. 


Quiero referirme en primer lugar a la segunda cuestión, porque, personalmente, me asombra que esto le 
asombre, pues si algo ha caracterizado el manejo no sólo del Banco Central sino del Gobierno en general en 
cuanto a la salida de la crisis que el país sufrió en 2002 fue, precisamente, la ponderación, la prudencia para 
manejar el impacto que esto podía tener sobre los trabajadores del sistema financiero. Y aclaro que en la 
definición de Gobierno incluyo al propio Parlamento, en lo que tuvo que ver con el proceso de creación del 
nuevo Banco Comercial, con la aprobación de un seguro de desempleo para el sector bancario y con las 
consideraciones respecto de un tratamiento que fuera lo más beneficioso posible para los ahorristas en 
general. Todo esto se instrumentó a través de distintas medidas legales, con las limitaciones dadas por el 
precario estado de las finanzas públicas uruguayas en el año 2002, que impedía soluciones más generosas - 
como las que tradicionalmente se empleaban-, del tipo de pagar a los depositantes lo que tenían para sacarlos 
del medio del proceso de liquidación y seguir adelante con otros mecanismos. Reitero que la situación que 
tenían -y tienen todavía- las finanzas públicas impidió aplicar soluciones de ese tipo y hemos tenido que 
recurrir a mecanismos que a mediano plazo permitirán a la mayor parte de los ahorristas involucrados 
recuperar sumas importantes. 


Con respecto a los trabajadores quiero contextualizar un poco la situación del Banco de Crédito. Recordemos 
que en el segundo semestre de 2002 enfrentábamos la liquidación de los Bancos Comercial, de Montevideo y 
Caja Obrera, y todavía teníamos en proceso la negociación por una posible reapertura del Banco de Crédito. 
En la solución de los problemas laborales de la liquidación de los Bancos Caja Obrera, de Montevideo y 
Comercial estaba, por un lado, la creación del nuevo Banco Comercial -que daba la oportunidad de generar 
empleos llenando un espacio vacío que tenía el sistema financiero uruguayo por la caída abrupta que había 
sufrido durante la crisis- y, por otro, para los trabajadores que no pudieran ser incorporados allí, se planteaba 
una solución transitoria, por lo menos equivalente a la de otros sectores de la economía que en un proceso de 
contracción también tenían la posibilidad de un seguro de desempleo como forma de atenuar la 
desocupación. Y cabe acotar que, por la forma en que se implementó para el sector bancario en particular, ese 
seguro de desempleo era más extendido en el tiempo y con posibilidades de mayor retribución con respecto a 
lo que era el salario en actividad. 


Cuando finalmente resultó imposible seguir adelante con la reapertura del Banco de Crédito y tuvimos que 
pasar a la liquidación, el tema que se nos planteaba y constituía uno de los motivos de discusión con el 
sindicato era que si la liquidación se hubiera considerado antes, de alguna manera, la situación de sus 
funcionarios hubiera quedado contemplada en lo que podía haber sido la creación del nuevo Banco 
Comercial. Pero como la liquidación del Banco de Crédito fue posterior, sus funcionarios quedaron sin esa 
cobertura alternativa. 


Esa situación de conflicto finalmente se zanjó con la aprobación de un convenio entre AEBU y los bancos 

públicos: a medida que se fueran generando vacantes por jubilación en los Bancos Central, República y de 
Seguros, se irían absorbiendo funcionarios del Banco de Crédito. Mientras tanto, esos funcionarios estaban 
en situación de desempleo. 


En este caso no podemos considerar la generación de empleo transitorio en un proceso de liquidación como 
una oportunidad de generación de empleo en sí misma. El Banco de Crédito, al igual que los otros tres, son 


bancos fallidos, quebrados y, por lo tanto, el destino de sus funcionarios es el despido. Entonces, pretender 
que se mantenga una liquidación en el tiempo sólo para sostener los puestos de trabajo no es una solución 
porque, en definitiva, implica imponer un costo a largo plazo a quienes están esperando recuperar algo de esa 
liquidación. Por eso estos 130 empleados iban a ser despedidos tarde o temprano. 


(Interrupción del señor Diputado Ponce de León) 


——=El señor Diputado dice que estos funcionarios tienen una razón legítima para oponerse a la venta 
de la cartera porque, en definitiva, tienen puestos de trabajo en juego. Los puestos de trabajo ya los 
habían perdido o los iban a perder en abril, junio o setiembre y la solución para esa situación no era 
mantener indefinidamente una liquidación, sino que algún momento irían al seguro de desempleo y en 
los próximos tres años iban a terminar siendo incorporados a la banca pública. O sea que las razones 
laborales que tenían los trabajadores para oponerse a una subasta porque podía implicar la pérdida de 
empleo a corto plazo, ya estaban contempladas anteriormente a través de un convenio que previó, 
precisamente, la incorporación de esos trabajadores. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Según lo que dice la versión taquigráfica y por lo que he conversado con la 
Dirección de AEBU y con los trabajadores del Banco de Crédito, ellos tenían muy claro que la 
liquidación del Banco de Crédito era trabajo a término. Es decir, llevada a cabo la liquidación, se 
perderían los puestos de trabajo; además, ya se habían perdido. Si no recuerdo mal, la plantilla de 
funcionarios del Banco de Crédito era de aproximadamente setecientos funcionarios, pero en ese 
momento quedaban ciento treinta y cinco; o sea que estaba asumido que ya habían perdido seiscientos 
puestos de trabajo y que iban a perder ciento treinta y cinco más el día en que la liquidación estuviese 
culminada. No tenía objeto seguir manteniendo trabajadores. Por este motivo se celebró el convenio 
con la banca oficial del tres por uno, a los efectos de seguir conservando puestos de trabajo, porque el 
seguro de desempleo es bastante complejo con la actual situación de la Caja Bancaria y el aporte que se 
está haciendo por encima de los del resto de los bancarios. 


Creo que el problema se genera porque los funcionarios del Banco de Crédito entendieron -no creo que ahora 
sea el momento de discutirlo- que no se tomaba el camino más conveniente para la defensa de los intereses 
de los ahorristas y del propio Estado; me parece que es ahí donde se suscita el problema 


No sé si cuando los funcionarios tomaron esas medidas las discutieron previamente con la Dirección del 
Banco Central o con el liquidador de aquel momento. En definitiva, ellos dijeron que esa opción era mala, 
que no beneficiaba a los ahorristas ni al Estado. En ese momento se produce el despido. 


Sé que este es un tema que está en discusión en la Comisión de Legislación del Trabajo y que el Directorio 
del Banco Central ha concurrido a una reunión, por lo que no creo sea el fondo de la discusión del día de hoy, 
pero quería precisar esto. El señor Presidente del Banco Central dice que habría que estudiar cómo fue que se 
estiró durante tantos meses la negociación con el grupo de la unificación a los efectos de la capitalización del 
Banco de Crédito y cómo quedó la situación, cuando pudo haberse incluido en la solución que se dio al resto 
de los Bancos, como al Nuevo Banco Comercial. Lamentablemente, como se estiró la negociación, este 
Banco quedó afuera y perdimos una oportunidad de solucionar ese problema. El señor Presidente del Banco 
Central dice que durante la crisis financiera hubo un comportamiento del Banco Central, del Ministerio de 
Economía y Finanzas, de las fuerzas políticas, del Parlamento, pero también hubo un comportamiento muy 
ponderado de los trabajadores afiliados al sindicato bancario, porque podrían haber incendiado la pradera en 
aquel momento como lo han hecho otros sindicatos en otras instancias, sin embargo trabajaron coadyuvando 
para buscar las mejores soluciones no solo para los trabajadores sino para el sistema en su conjunto. 


SEÑOR DE BRUN.- Incendiaron la pradera, entre otras cosas, porque pretendían seguir cultivando en 
ella. 


Quiero hacer un comentario sobre lo que señaló el señor Diputado Ponce de León respecto a la decisión 
intempestiva del Banco Central de despedir ciento treinta personas en un momento de crisis y a si no se podía 
haber buscado otro mecanismo. En materia de tratar de hacer lo más gradual posible el proceso de reducción 
de personal en todos estos Bancos en liquidación, hemos sido sumamente ponderados al respecto. 


Esto me lleva al otro punto que es el de la suerte de acuerdos entre empresas y trabajadores para llevar 
adelante una gestión. No hay duda de que existe este tipo de situaciones y que en la práctica se producen. La 
cuestión es que acá no hubo ni siquiera la posibilidad de acuerdo. 


Yo me hubiera imaginado que este proceso o esta situación de conflicto entre el Banco Central y AEBU con 
relación a esta subasta hubiera corrido en dos avenidas. Una podría decir: "Me estás subastando la cartera y 
todavía no me tomaste a nadie en los Bancos oficiales. Esto me molesta". Es admisible que les moleste; 
entonces vamos a ver en qué está el proceso de absorción por parte de los Bancos públicos. Si se nos hubiera 
preguntado, nosotros hubiéramos explicado en qué situación estaba y en qué fechas iba a seguir adelante este 
proceso de incorporación de funcionarios a Bancos públicos en el marco del convenio denominado tres por 
uno. 


La otra vía es que AEBU como sindicato o como cualquier ciudadano podría haber dicho que le parecía 
negativo para los intereses del país, de los ahorristas, del Estado y de nosotros mismos que se llevara adelante 
la liquidación mediante una subasta. 


Nosotros entendemos que hay que continuar por este camino; pero tampoco se hizo así. Fue lisa y llanamente 
una decisión unilateral de los trabajadores de decir: "Este trabajo lo hago; este trabajo no lo hago". Nosotros 
les dijimos que íbamos a pagar a los ahorristas, a cobrar carteras, etcétera. Pero ellos dijeron que cualquiera 
cosa que tuviera que ver con la subasta que no se la pidiéramos porque no la hacían. Esa fue la situación a la 
que se llevó al Banco Central. No hubo ninguna instancia de conciliación, de diálogo o negociación política, 
Banco Central con sindicato, Banco Central con trabajadores, ni tampoco se nos preguntó que pasaría con los 
puestos de trabajo o con el proceso de recuperación de la cartera. Fue lisa y llanamente una desobediencia a 
la autoridad establecida en el Banco de Crédito; se decidió que no iban a hacer algo con lo que no estaban de 
acuerdo. ¿Qué hace un empleador frente a un empleado que le dice que no va a hacer lo que este le pide? Si 
no hay forma de que el trabajador haga lo que se le pide, no hay más remedio que despedirlo. Esa fue la 
decisión que terminamos tomando en el Banco Central, por cierto lamentable. Como hemos dicho muchas 
veces, esta era una liquidación que venía marchando razonablemente bien. Hasta puede llegar a producirse el 
siguiente absurdo. Supongamos que los trabajadores nos dicen que les parece mal la subasta porque, entre 
otras cosas, va a reducir muy abruptamente la cantidad de funcionarios, nosotros les diríamos que no estamos 
pensando en vender toda la cartera; por lo pronto, la cartera refinanciada la vamos a seguir manteniendo, o 
sea que no se iba a terminar con todos los puestos de trabajo de golpe por el hecho de la subasta. Pero además 
puede ocurrir que la subasta quede desierta, que no se presente nadie. Entonces hubiéramos seguido con la 
liquidación como estaba y con otros procedimientos; o sea que no hubo posibilidad de hablar nada. 
Simplemente, hubo una negativa lisa y llana a oponerse al mero hecho de que el Banco Central intentara 
vender carteras. La venta de una cartera en un Banco en liquidación es algo natural en cualquier proceso de 
liquidación; es natural vender los activos que la entidad de liquidación tiene. Ante esa situación no puede 
acusarse al Banco Central de falta de ponderación al haber tomado una decisión de ese tipo. 


Simplemente, nos encontramos ante una situación en la cual con los trabajadores que teníamos no podíamos 
seguir adelante con la liquidación. Que este procedimiento es mucho más engorroso, que estamos teniendo 
algún atraso en los tiempos previstos originalmente, que como señalaba el liquidador esto está implicando un 
esfuerzo enorme del propio Banco Central al desplazar recursos hacia la liquidación para que esta siga 
avanzando, es cierto, pero es la única forma que teníamos ante la situación de que los trabajadores con los 
que contábamos se negaban a hacer el trabajo que les solicitábamos. Y esto me lleva al otro punto que es la 
subasta. ¿Por qué subasta? En primer lugar, el hecho de que haya diversos mecanismos en diferentes Bancos 
obedece a situaciones distintas. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Creo que vamos a referirnos a otro tema y quiero hacer una apreciación 
para no tener que volver a esto luego. 


Lo primero que quiero decir es que la línea argumental que desarrolla ahora el Presidente del Banco Central 
es diferente de la del comienzo. De alguna manera dice: "Podría haberse discutido esto o lo otro y no hubo el 
marco adecuado para hacerlo; no hubo otra alternativa de solución". Pero eso es muy distinto a decir que no 
se cumplió tal norma o no se respetó la autoridad y se quiso incidir en la gestión. 


SEÑOR DE BRUN.- Lo que pasa es que la consecuencia final es esa. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Está bien; me parece que son áreas en las cuales hay que ser precisos. Yo 
no quería dejar pasar la argumentación inicial que desde mi punto de vista -tal vez por simplificación- 
fue poco feliz. 


En esta otra forma de plantear el tema de manera más desarrollada que adopta el Presidente del Banco 
Central, lo que en definitiva manifiesta es que por la decisión que se tomó se pagan un conjunto de costos y 
complejidades adicionales, y ojalá hubiéramos tenido una forma de negociar esto que es un proceso que 
inevitablemente termina en liquidación y, por lo tanto, en pérdida de fuentes de trabajo -lo que está fuera de 
discusión para todos los actores-, pero no encontramos la forma de hacerlo sino que lo que encontramos del 
otro lado fue algo así como una pared negándose a acatar un conjunto de decisiones y no tuvimos posibilidad 
de actuar. 


SEÑOR VIEYTES.- Un boicot. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Puede ser. Lo que sí digo es que me parece que lo que señala el 
Presidente del Banco Central no es adecuado. Porque naturalmente que no puede razonarse como en el 
caso de un funcionario individual. Estamos ante una situación colectiva en la que operan mecanismos 
distintos que, en última instancia, no pueden terminar dejando de respetar quienes tienen las 
responsabilidades de la gestión. Estos mecanismos tienen tiempos, procesos, y admisiones de acciones 
que en forma individual serían inadmisibles pero que en forma colectiva lo son; qué mayor 
desobediencia hay que no ir a trabajar, pero eso es una huelga y cuando esas huelgas son parciales o 
distorsionantes, llevan a un proceso infinitamente más complejo. 


Entiendo la complejidad de la situación, ya que en última instancia había que respetar el derecho a ejercer la 
decisión por parte del interventor designado en última instancia por el Banco Central, y que eventualmente 
los ámbitos para discutir las decisiones son otros, como este, por ejemplo, o los que corresponden desde el 
punto de vista institucional. Pero me permito decir que este es un proceso en el cual un conjunto de 
funcionarios que ha venido trabajando en una institución a lo largo de años, ya absorbió la pérdida de muchos 
cientos de puestos de trabajo, está en la peculiar situación de quedar con algo más de un centenar y, a su vez, 
percibe una medida -porque eso está en la base del planteo que se realiza- como una forma en la cual ese 
transitorio laboral se achica por falta de sustancia en tanto se concrete la subasta. Entonces, tiene una 
reacción frente a ese tema y además lo considera inconveniente para el país, pero descarto que esa es una 
opinión válida por venir de quienes viene, aunque tiene ámbitos más generales de discusión. Simplemente 
creo que se trató de medidas firmes, porque hay veces en las que se debe tener firmeza. Pero en qué medida 
no había otras formas de procesar -manejo alternativas- una clausura del Banco como en definitiva se 
produjo, pero con disposición a no reabrir si no en un marco en el cual se aceptaban los mecanismos básicos 
de cuestionamientos que se entendían cuestionados. El Presidente del Banco Central dice: "No teníamos 
ningún planteo de esta naturaleza", pero no considero desdoroso para nadie que si el involucrado no viene a 
hablar sea la autoridad del propio Banco Central la que se comunique con la autoridad general gremial de los 
trabajadores bancarios y plantee hablar sobre el tema. Tengo la sensación de que este es un proceso que tuvo 
muchas instancias complejas, en el que no es válida la simplificación; allí hay un episodio en el cual uno 
tiene la sensación de que no hubo la capacidad de manejo para administrar adecuadamente el tema, y los 
costos, complejidades y consecuencias asociadas no son menores. 


SEÑOR VIEYTES.- Quisiera hacer una puntualización. 


El 28 de febrero del año pasado había 670 funcionarios; ahora son 136 para hacer las últimas operaciones. El 
proceso fue paulatino y evolutivo. No se llegó a la decisión de liquidar por un tercero, lo que podíamos haber 
hecho -tal como nos facultaba el artículo 10 de la ley de agosto de 2002, votada por todos los Partidos-, o por 
las herramientas que otorgaba la Ley N* 17.613. Optamos por seguir con todos los funcionarios del Banco; la 
primera tanda de despidos fue seis meses después de la liquidación, luego de que el Banco estuviera siete 
meses suspendido. Es decir que en eso no ha habido ningún exabrupto. El único exabrupto que ha habido ha 
sido el de cuestionar la decisión de subastar; ese fue el único exabrupto claro, y eso nos puso a nosotros como 
a los boxeadores, contra las cuerdas que impulsan nuevamente para el cuadrilátero. Es decir que tuvimos que 
tomar la decisión de seguir adelante sencillamente porque hay una masa de activos que administrar que son 
de los acreedores, titulares legítimos de los derechos contra esa masa de activos. Además, debimos hacerlo 


porque nosotros somos responsables legales de tomar todas las medidas de administración. Entonces, no 
había otra alternativa. 


Simplemente quería decir eso y pedir al señor Diputado Ponce de León que reconsidere su asombro en 
función de cuántas impaciencias, exigencias, exabruptos y hasta insultos hemos tenido que administrar a lo 
largo de estos últimos dos años. 


SEÑOR DE BRUN.- Con respecto al tema de la subasta, como decía, creo que hay distintos 
mecanismos para diferentes situaciones y lo había explicado en oportunidad de acudir al Parlamento 
junto con el señor Ministro cuando se nos planteó el tema de la tercerización de los fondos de los Banco 
de Montevideo, Caja Obrera y Comercial. En general, los mejores incentivos para cobrar una cartera 
se dan cuando la cartera es de uno. El problema que teníamos en los Bancos de Montevideo, Comercial 
y La Caja Obrera, era que dada la información disponible o a la que podían acceder quienes 
estuvieran interesados en administrarla, el valor que se iba a ofrecer en esa venta seguramente iba a 
tener un fuerte componente de riesgo asociado por quien la adquiría y, por lo tanto, eventualmente 
podría castigar de manera fuerte su valor. Una administración permitía a ambas partes obtener 
beneficios en la medida en que esa cartera fuera gradualmente mejorada en el tiempo, sin que una sola 
parte corriera con todos los riesgos. En el caso del Banco de Crédito la situación es distinta, porque 
hubo un año de manejo, y el diagnóstico sobre esa cartera residual -hablamos de US$ 220:000.000- era 
muy malo. 


Cuando hablamos de un valor contable de US$ 40:000.000 hacemos referencia a las garantías, porque son 
créditos que llevan años sin poder ser cobrados. Frente a deudores que no se han presentado voluntariamente 
a hacer acuerdos de pago, que eventualmente podrían ser forzados a una situación de recuperación, lo que 
razonablemente se puede cobrar es el valor de la garantía. No es que el valor contable esté castigado por un 
criterio arbitrario del Banco Central. No; los criterios que normalmente se aplican en materia bancaria para el 
castigo de carteras recogen probabilidades de recuperación de esas carteras. Frente a alguien que no paga, se 
empiezan a establecer probabilidades de que a esa persona hay algún riesgo de no cobrarle. Cuanto más 
demore en pagar, mayor será el porcentaje de riesgo. Cuando pasan varios años sin obtener efectivamente el 
cobro ni propuestas de pago por parte del deudor, lo que se puede esperar recuperar es el valor de la garantía 
y poco más, por lo menos en un tiempo razonable. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- ¿Gran parte de esas carteras con dificultad de cobro tendrían garantía por valor 
de US$ 40:000.000, en carteras de más de US$ 200:000.000? La gente de AEBU habló de garantías por 
US$ 118:000.000. 


SEÑOR DE BRUN.- AEBU habla de toda la cartera, inclusive la refinanciada, que tiene garantía y está 
fuera de este negocio. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Eso está claro. 


Me da la sensación de que la liquidación del Banco de Crédito -no sé lo que habrá hecho el Directorio en su 
momento, a pesar de que había participación del Estado- a partir de que el Banco Central asume su 
intervención, debe haber dado lugar a acciones judiciales sobre esa cartera que hoy se considera 
prácticamente incobrable. No sé si hay sentencia de remate o de ejecución, pero las estamos pasando a 
alguien que ya tiene todos los trámites hechos y lo único que debe hacer es ejecutoriar la sentencia de remate 
pendiente. 


SEÑOR DE BRUN.- Reitero que AEBU se refería a todo y aquí estamos hablando de una cartera 
pesada que tiene un valor contable bajo que refleja el monto de la garantía. Por supuesto que se han 
iniciado gestiones de cobro, que venía de antes de la liquidación. En una diferencia de esta magnitud 
entre el valor nominal y el de las garantías obedece a que buena parte de esta cartera tiene garantías 
insuficientes o no las tiene. También hay empresas en concordato o quebradas. 


Por supuesto que esos juicios continuarán, pero los trámites de ejecución van a llevar mucho tiempo. Los 
costos correrán por cuenta de quien compre la cartera, que evaluará las posibilidades de recuperación. 


En este proceso de liquidación, el Banco Central se está manejando con un contrato acordado con las 
mayorías previstas en la ley entre los acreedores del Banco de Crédito, quienes en su momento establecieron 
determinados mecanismos de recuperación de cartera, determinados instrumentos de pago -incluyendo bonos 
hasta determinada fecha-, plazos para poder cumplir con lo previsto y realizar una subasta. Esto está previsto 
expresamente en el convenio. 


Respecto a la recuperación de dinero adicional por parte del Estado, es importante tener en cuenta que si no 
se hace la subasta o esta resulta insuficiente el propio convenio prevé que el Estado puede disponer de hasta 
US$ 40:000.000 adicionales en bonos para ponerlos a disposición de los ahorristas, a fin de culminar el 
proceso de liquidación y llegar a un 100% de los depósitos. Si se trata de recuperar cartera pensando en un 
plazo de 7, 8, 10 o 12 años, nos vamos a encontrar con que mucho antes, en los próximos 12 meses o menos, 
el Estado tendría que poner US$ 40:000.000 en bonos para sacar del medio a los depositantes. Esto es lo que 
prevé el convenio. Hacemos la subasta porque el propio convenio lo prevé. Tratamos de hacerla en las 
mejores condiciones posibles, trabajando antes la cartera y con la mayor posibilidad de obtener un buen 
valor. Esto tiene que ver con lo que señalaba el señor Diputado Alvarez respecto a la posible recuperación por 
parte del Estado. De una u otra forma, esta cartera se vende o se obtiene algo por ella, o el Estado debe poner 
US$ 40:000.000 y se queda con ella para recuperarla quién sabe cuándo. Preferimos que un tercero ponga el 
dinero. 


No nos podemos engañar por las cifras nominales, diciendo que hay US$ 200:000.000. No es así. Si hubiera 
posibilidades ciertas de recuperación, el Banco de Crédito no hubiera cerrado. Hubiera tenido niveles de 
crédito vigentes y con posibilidad de generación de intereses que hubieran hecho viable el plan de negocio. 
La gran diferencia entre las negociaciones en el Banco Central y el Grupo de la Unificación en la reapertura 
del Banco de Crédito era que este exigía la capitalización para compensar toda esta masa de crédito que no 
producía nada. Lo que tiene posibilidades un poco más ciertas de recuperación a largo plazo y sin obstáculos 
para el Estado es la cartera refinanciada, con mejores créditos que, a través de acuerdos entre la liquidación y 
los deudores y con mejores garantías, ofrece algún flujo de fondos en el futuro. Si la subasta es exitosa y se 
puede terminar de pagar a los ahorristas, a largo plazo el Estado podrá recuperar algo más del resto de la 
cartera, con probabilidades más ciertas. Había alguna pregunta del señor Diputado González Álvarez sobre el 
proceso en sí. No sé si vamos a hacer explícita la base o la tendremos como un elemento, pero en todo caso el 
Banco Central venderá o no la cartera si obtiene un valor razonable. Entonces, surge la pregunta que uno no 
quiere hacerse o toca madera: ¿qué pasa si no se presenta nadie o si se obtiene un valor insuficiente respecto 
del que pretende el Banco Central? Lo último que queremos es que se dispare el mecanismo previsto en el 
propio convenio y que es, en definitiva, que el Estado ponga el dinero. Ese no sería el plan "B" sino el plan 
"C*, la última posibilidad. Si después de haber vendido o intentado vender toda la cartera, pasan los 18 meses 
desde la firma del convenio y todavía no se recuperó el 100%, ahí habrá que poner algo, pero queremos 
evitarlo a toda costa. 


La alternativa es trabajar con la otra cartera, la refinanciada. Para ello estamos estudiando algún mecanismo 
de securitización de ese flujo que, eventualmente, permita obtener fondos para transferirlos a los ahorristas, si 
no alcanzaran o no se obtuvieran los recursos necesarios, con la venta de la cartera llamémosle mala: estos 
doscientos y pico de millones de dólares. 


Con respecto a la incorporación de los trabajadores, el tema es que cuando hicimos el llamado nosotros 
suponíamos que los trabajadores iban a seguir en el Banco de Crédito. Realmente, para el tema laboral la 
salida es su incorporación futura en los bancos públicos, más que traspasarles un negocio de administración 
de carteras. 


No creo que al Banco de la República le interese esa cartera pesada, ya que de por sí este Banco se está 
sacando la cartera pesada a través del fideicomiso. Respecto a que sea el fideicomiso del Banco de la 
República el que compre, creo que se plantea un problema de objetivos. La sociedad anónima administradora 
del fideicomiso del Banco de la República tiene un fin específico: cobrar determinada cartera en beneficio del 
Banco de la República y, en definitiva, de sus depositantes. Mezclar esto con los depositantes del Banco de 
Crédito, dentro de lo mismo, plantea un conflicto de objetivos que no es saludable. Resulta preferible como 
está hoy, que en realidad no es un fideicomiso porque estos fondos se crearon antes de la ley de fideicomisos, 
pero a los efectos funciona igual: son fondos de recuperación de créditos que funcionan bajo un estatuto 
especial. Recuerden que cuando lo introdujimos en la ley de diciembre de 2002 era como adelantar la figura 
del fideicomiso, específicamente para esta figura. 


Desde el punto de vista jurídico lo más razonable es mantener la administración -si no se terminara por 
vender y quedara algo residual- dentro de un esquema parecido a este. 


El señor Diputado González preguntaba si la subasta era al contado. La subasta es en los medios de pago 
previstos en el convenio con los ahorristas. Puede ser en efectivo, pero también se aceptan bonos con los 
plazos previstos en el convenio, hasta el 2011. 


SEÑOR POSADA.- A nosotros nos ha llamado la atención esta decisión del Banco Central, no porque 
fuera una decisión que no estuviera dentro del menú de opciones a tomar. Inclusive se ha señalado que 
estaba prevista en el convenio que el propio Banco Central había firmado con los ahorristas del Banco 
de Crédito. El Directorio del Banco Central concurrió dos veces en febrero al Parlamento, una vez a 
esta Comisión -en la que se habló específicamente de todo el tema Banco de Crédito- y en una segunda 
oportunidad como consecuencia de una interpelación convocada a nivel de la Comisión Permanente 
por parte del señor Senador Enrique Rubio. En ambas oportunidades -hoy no ha habido expresiones 
en contrario por parte del señor Presidente del Banco Central- se destacó especialmente que esta había 
sido una liquidación que había funcionado y que había resultado eficaz en cuanto a cómo se había 
desarrollado. En ningún caso se manejó la posibilidad -en aquel momento, el 11 de febrero, cuando 
estuvo presente el Directorio del Banco Central en esta Comisión, US$ 300:000.000 constituían esa 
cartera en la cual hay que distinguir los US$ 50:000.000 que corresponderían a la cartera refinanciada- 
ni se habló de esta opción, como forma de acelerar el proceso de cobro por parte de los ahorristas. Eso 
nos llama la atención. Me parece que, en todo caso, en una estrategia desarrollada para llevar adelante 
la liquidación, supongo que esto no surgió de la nada. Si estamos hablando de que el proceso se inicia 
en el mes de febrero, me parece que en alguno de los dos ámbitos parlamentarios -particularmente en 
este, en el que se analizó el tema del Banco de Crédito- se debió haber informado cuál era el camino 
que estaba de alguna manera pensando el Banco Central para desarrollar este tema. Yo creo que eso 
hubiera dado lugar, por ejemplo, a que esta discusión tuviera un cauce público, previamente a que se 
diera esa situación de enfrentamiento con los funcionarios. 


Al margen de eso, respecto al mecanismo de la subasta, nosotros tenemos algunas dudas. Quisiéramos saber 
cuáles fueron las instituciones que se presentaron a la expresión de interés y si de parte de lo que serían los 
requisitos que se establecieran por parte del Banco Central para esta subasta se va a tener en cuenta, a los 
efectos de una mejor calificación, el hecho de que alguna de esas instituciones sean instituciones bancarias. 
Es importante para el banco el tema del valor final, pero creo que, en todo caso, no es lo mismo, desde el 
punto de vista del impacto, que esa cartera se gestione por una institución bancaria a que sea gestionada por 
particulares o estudios jurídicos. 


Me parece importante resaltar que no parece conveniente que haya una explicitación de cuál es el mínimo al 
que aspira el Banco Central, porque eso le da la posibilidad al Banco de reservarse un análisis, en función de 
cuál es el valor estimado de la cartera de US$ 200:000.000 de valor nominal. 


SEÑOR DE BRUN.- Recojo el consejo que, con buen criterio, realiza el señor Diputado Posada 
respecto al manejo del precio base. 


Con relación al primer punto, más allá de que no recuerdo exactamente si hablamos de cómo se seguiría 
adelante el proceso de liquidación del Banco de Crédito -creo que más bien la discusión estuvo concentrada 
en la ley en sí-, quiero recordar al señor Diputado Posada que en febrero de este año no era sorpresa para 
nadie que se subastara cartera del Banco de Crédito porque, entre otras cosas, ya había habido una subasta en 
enero. De hecho, la subasta de febrero era la que, en términos de planes, constituía el plan "B" del plan "A" 
que implicaba haber tenido éxito en la subasta de enero, que no fue exitosa. En enero se habían seleccionado 
todos los créditos mayores a US$ 100.000 y se habían puesto a la venta. 


(Interrupciones) 


Sí, porque, en definitiva, era el mejor postor el que compraba cada uno de los créditos que se 
habían establecido. 


La diferencia entre la subasta de enero y la de febrero es que la de enero fue por lotes y la de febrero daba un 
precio por todo. Lo que ocurrió en la subasta de enero fue que hubo pocas ofertas sobre créditos puntuales; 
sobre US$ 100:000.000 creo que colocamos US$ 10:000.000 o US$ 12:000.000. Esto nos llevó a la instancia 
siguiente. Dado que el mecanismo de ir vendiendo a bancos y de a pedazos no tuvo mayor éxito porque no 
hubo mayor interés en comprar carteras, pasamos a vender todo un lote grande de una sola vez. Estoy de 
acuerdo con el señor Diputado Posada en que sería mejor que fueran bancos, el problema es que uno puede 
ofrecer pero hay que ver qué demanda hay, y como quedó demostrado con lo que ocurrió en enero, los 
bancos no están muy interesados en comprar carteras. Esto ocurre porque, en general, tienen mucha liquidez 
lo que, hoy por hoy, constituye un activo valioso. Entonces, antes que comprar una cartera ajena con su 
liquidez, los bancos prefieren prestar a los clientes que, dentro de su estrategia, consideran más prioritarios. 


De hecho, habíamos hecho un sondeo y hablamos con la mayor parte de las instituciones bancarias de plaza - 
sobre todo con las que percibíamos con mayor interés en tener cierta expansión de negocios en Uruguay-, 
pero, por distintas razones, muy pocas se presentaron y, en definitiva, compraron muy pocos créditos. 


Pasando a otro tema, sinceramente, tendría que evaluar si en esta instancia del proceso podemos dar los 
nombres de quienes se presentaron o si deberíamos esperar al momento de las ofertas, cuando se haga 
público quiénes se presentaron. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera que por lo menos se precisaran las características de las instituciones que 
se presentaron. 


SEÑOR DE BRUN.- Hay una institución financiera y otras tres son empresas que en otras partes del 
mundo se dedican a negocios de recuperación de carteras y están planeando instalarse en Uruguay ya 
sea a través de este negocio o, eventualmente, de lo que pueda resultar de la tercerización de los otros 
fondos. Básicamente, esos son los actores que tenemos. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Quedó un tema pendiente. 


Quedó claro que el pliego no fue vendido, pero no si existe o no. Repito que no me refiero a los aspectos de 
cartera, que deben manejarse con considerable reserva o confidencialidad, sino a la parte literaria del pliego 
que, de todas maneras, es de alta significación. 


SEÑOR DE BRUN.- Se ha hecho mucho abuso mediático del famoso pliego. En realidad, es un pliego 
muy sencillo que, como cuestiones generales, establece algo así como día y hora para presentación de 
ofertas y algunas cuestiones formales, y dos elementos fundamentales que están en blanco porque no 
accedimos a la información necesaria para llenarlos: el monto de la cartera a licitar y la base o el 
criterio para establecer los precios. No hay más que eso. Por supuesto, está el detalle está el anexo con 
el detalle de la cartera a la venta. Eso es lo que está en preparación; no hay misterios. 


SEÑOR PAIS (don Gabriel).- Felicito a la Comisión por la iniciativa de traer al Directorio del Banco 
Central en virtud de que han sido claras todas las explicaciones que han dado tanto sus integrantes 
como el liquidador del Banco de Crédito. Francamente, la comparecencia de AEBU había generado 
preocupación en la mayoría de los miembros de la Comisión, y estoy seguro de que, en gran medida, 
esta fue salvada por las aclaraciones hechas. 


En lo personal, nos había generado inquietud el monto de la deuda con garantías, porque de los comentarios 
de AEBU había surgido que la cartera a subastar contenía más de US$ 100:000.000 de garantías, y ahora ha 
quedado claro que esas garantías están repartidas entre la cartera refinanciada -que tiene alrededor de 

US$ 50:000.000- y la cartera remanente, que es la que se está por subastar. Lo digo porque luego de la 
comparecencia de AEBU había quedado subyacente que podía subastarse en el entorno de los 

US$ 40:000.000 o US$ 50:000.000 carteras con garantías por más de US$ 100:000.000. Esto ha quedado 
realmente claro con la comparecencia del Directorio del Banco Central, y ello no desmerece en lo más 
mínimo la claridad con que se han expuesto los motivos que llevaron a la subasta, que teníamos necesidad de 
escuchar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que al comienzo de la sesión me confundí y endosé a la delegación 
invitada un tema que no era motivo de su comparecencia sino que estaba en el menú del señor Ministro 
de Economía y Finanzas; me refiero a los sueldos de los jerarcas del nuevo Banco Comercial. No es un 
tema que vayamos a tratar con el Banco Central. 


Aprovecho para entregarles una copia de la nota que con fecha 26 de marzo cursamos al señor Ministro de 
Economía y Finanzas para solicitar una actualización al 31 de marzo de 2004 de la información estadística 
sobre créditos del sistema financiero al consumo y créditos menores a empresas. Esta información había 
motivado la inquietud del señor Diputado Ponce de León y por ello solicitamos esa actualización. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- En este caso, además, hay un pedido especial del señor Diputado Pais, 
con quien trabajamos en conjunto. 


Creemos que este tema requiere seguimiento y teníamos la duda en cuanto a si la última información de que 
disponemos refleja o no las inflexiones que algunos indicadores han tenido. Este es el fundamento para 
requerir una información más actualizada. 


SEÑOR PAIS (don Gabriel).- En la Comisión de Hacienda tenemos a consideración un proyecto de ley 
presentado por varios señores legisladores del Partido Nacional que a fin de dar solución a la 
problemática de los ahorristas del Banco de Crédito y prevé en un primer artículo la utilización para 
determinados fines del Fondo de Estabilidad Bancario, creado por el artículo 1%de la Ley N” 17.523 de 
6 de agosto de 2002. Según este proyecto de ley se utilizaría dicho Fondo para restituir los importes 
adeudados a los ahorristas del Banco de Crédito 


Esto me genera varias dudas. 


En primer lugar, este Fondo se constituyó con créditos de los organismos multilaterales de crédito y, frente a 
ellos, el país asumió los contratos correspondientes, la obligación de destinar ese dinero a un fin determinado. 
Me pregunto si a través de este proyecto de ley no estaríamos violando ese acuerdo con los organismos 
multilaterales de crédito al darle un destino distinto a ese Fondo que el previsto en esos convenios. 


En segundo término, quisiera saber si el empleo de dineros de ese Fondo con destino a ahorristas del Banco 
de Crédito no generará una incertidumbre en los ahorristas de los Bancos República e Hipotecario que tienen 
garantizados sus dineros a la vista. El Fondo se crea por la Ley de agosto de 2002 para dar tranquilidad a los 
ahorristas y en la medida que ellos empiecen a ver que se usa primero con este destino y se abre un puerta 
para darle destinos distintos, me pregunto si eso no podría generar una suerte de intranquilidad en estos 
momentos a todos los ahorristas que han dejado sus dineros en los Bancos de la República e Hipotecario. 


En tercer lugar, voy a plantear una duda más jurídica. Se establece una obligación a cargo del Fondo, que no 
es persona jurídica; acá la persona jurídica es el Estado o el Banco Central. Pero por la forma en que está 
redactada la ley, me gustaría escuchar la opinión jurídica -de pronto tendrían que recurrir a los servicios del 
Banco Central- respecto que este proyecto de ley está cargándole una obligación a quien no es persona 
jurídica, porque el Fondo obviamente no lo es y no se aclara quién es el deudor de esos dineros que habría 
que restituir a los ahorristas del Banco de Crédito. 


Estas son las primeras tres cuestiones que quería plantear al Banco Central. 


SEÑOR DE BRUN.- Con respecto al segundo punto, quiero señalar que ya nos habíamos referido a él 
cuando concurrimos anteriormente a esta Comisión. 


Efectivamente, veíamos un problema de conflicto entre el destino que se estaba dando al Fondo de 
Estabilidad del Sistema Bancario en este proyecto de ley con el destino original, porque precisamente este 
Fondo era para darle un respaldo del cien por cien a los depósitos a la vista y cuentas de ahorro del Banco de 
la República. De hecho, hoy, el derecho a girar contra este Fondo lo está computando el Banco de la 
República dentro de sus requerimientos de encaje para tener, precisamente, un pleno respaldo de sus 
depósitos. En aquella oportunidad señalé algo más. Dije que el Fondo se está utilizando y el Banco República 
está girando contra él. Estimo que entre lo que se va a estar girando en los próximos días, esta cifra va a 


quedar reducida a menos de US$ 100:000.000. Además, hay un tema de materialidad en cuanto a que el 
Fondo en sí ya no estaría disponible como para atender el destino previsto en la ley. Señalo esto en primer 
lugar porque hay una cuestión de hecho. En el marco de lo que hoy está vigente eso no se podría hacer. Lo 
que está previsto en el artículo 1 no se puede hacer, simplemente por una cuestión de hecho: el dinero no 
está o no va a estar en los próximos días. 


Con respecto a la cuestión del país con los organismos internacionales, no hay un tratado ni nada por el 
estilo; hay palabras dadas. El Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en julio de 2002 negoció 
con el Tesoro norteamericano y con las autoridades del Fondo Monetario Internacional los fondos que 
finalmente llegaron al país y que permitieron salir de la crisis a partir del 5 de agosto de 2002. Había un plan 
acordado para cortar la corrida bancaria y salir de la crisis y eso suponía utilizar esos fondos con 
determinados destinos. Originalmente, Uruguay había planteado una estrategia más flexible, con mayores 
recursos, que implicaba dar otro tipo de respaldo, de sostén a la totalidad de los depósitos del sistema 
bancario, especialmente los Bancos en problemas, en la misma línea de lo que se venía haciendo hasta junio. 
La evaluación que se hacía en aquel momento era que no había recursos suficientes para dar una garantía 
total en ese sentido y que para cortar la corrida bancaria había que cubrir lo que se podía cubrir. Para eso 
había US$ 1.500:000.000 y se tenían que utilizar en lo que era efectivo poder hacerlo. 


En esa negociación, en ese acuerdo y con ese diagnóstico de la situación, la delegación que participaba en 
aquel momento negociando en Washington y quienes participábamos desde Montevideo -el entonces 
Ministro de Economía y Finanzas, Atchugarry y quien habla-, dimos nuestra palabra a los representantes del 
Gobierno norteamericano, a los funcionarios, representantes y autoridades del Fondo Monetario Internacional 
y demás organismos internacionales respecto a cómo se iban a utilizar los fondos. Por supuesto, existe la 
carta intención -que no es un contrato por la forma en que normalmente se hacen estas cosas-, que también es 
una palabra empeñada. 


En la carta intención de agosto de 2002, firmada por el Ministro de Economía y por quien habla, se establecía 
cuál era la estrategia para salir de la crisis, cuáles eran los destinos que se iba a dar al Fondo de Estabilidad 
del Sistema Bancario y cómo se iban a manejar esos recursos. Lo que hay es palabra empeñada. Si pueden 
haber sanciones para el país por el hecho de destinar los recursos a otra cosa, pensamos que seguramente no 
los haya, más allá de lo que implica la violación de la palabra empeñada por los funcionarios del Estado en 
una negociación en un momento particularmente crítico para la historia del país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, quisiera saber si los US$ 1500:000.000 estaban previstos 
para la hipótesis de que producido el momento de la devolución de los depósitos a los ahorristas de 
estos Bancos, la totalidad de ellos decidiera retirarlos. Esta hipótesis no se ha dado en la primera etapa, 
presumiblemente tampoco se va a dar en la segunda. Se ha dicho que un altísimo porcentaje de esos 
ahorristas dejan su dinero en el Banco de la República. Entonces, ¿qué pasa con esta provisión de 
fondos que estaría sobrando, para decirlo de una manera no técnica? 


En segundo término, quisiera saber si la previsión o todos los pasos que se vienen dando en la liquidación del 
Banco de Crédito es para devolverle el dinero a los ahorristas en una determinada forma, que como se ha 
dicho aquí no los conforma. Esta sería una forma legal, que es una reprogramación distinta, de devolverle a 
los ahorristas ese dinero. De todos modos, si se hiciera la recuperación de los fondos necesarios para hacer la 
devolución, que en ese proceso está haciendo el Banco, esos fondos podría reponer lo que transitoriamente 
sería una afectación del Fondo al que se refiere este proyecto de ley. Quisiera saber a juicio del Presidente del 
Banco Central cómo operan esas dos variantes. 


SEÑOR DE BRUN.- Antes que nada, quiero hacer una precisión 


El Banco de la República ha recibido la confianza de sus depositantes no habiendo tenido retiros, habiendo 
incrementado en general sus depósitos, entre otras cosas porque ha dado garantía de que depósitos están 
respaldados. Si empezamos a quitarle ese respaldo por esta vía, no estoy tan seguro de que en el futuro 
desreprogramaciones de depósitos tengan el éxito que tuvo la primera. Hoy por hoy no es que sobre el dinero 
en el Banco de la República. Este Banco está mostrando que tiene un respaldo del cien por ciento de sus 
depósitos en cuenta corriente y en caja de ahorro -los que existían al 31 de julio y los que se generaron a 
partir de allí-, no solo por la caja que tiene el Banco sino por su derecho a girar contra el Fondo de 


Estabilidad del Sistema Bancario. Si le sacamos el Fondo de Estabilidad del Sistema Bancario ahí hay un 
agujero ¿Cómo reaccionarán los ahorristas frente a ese agujero? No lo sé. Pero lo cierto es que un respaldo 
que hoy tienen, ya no va a estar. 


Es decir que no hay un dinero que sobre; de hecho no sobra sino que está allí a disposición del Banco 
República y respaldando obligaciones del Banco. 


No recuerdo exactamente cuál era el segundo punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me refería a que va a haber una recuperación en el proceso de liquidación o 
mediante la subasta de fondos que se supone que van a dar para cubrir el cien por ciento de devolución 
a los ahorristas. Si se afectara transitoriamente el Fondo de Estabilidad del Sistema Bancario, ese 
dinero podría ser repuesto a ese Fondo con la recuperación que se haga de las carteras del propio 
Banco de Crédito y tal vez con una ventaja adicional porque habría un ahorro importante en materia 
de intereses al hacerlo de esta manera. Queríamos realizar esa consulta. 


SEÑOR DE BRUN.- ¿Por qué se refiere a un ahorro importante de intereses? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Porque la devolución mediante bonos, naturalmente también agrega pago de 
intereses. 


SEÑOR DE BRUN.- Sí; la devolución mediante bonos es el interés que compensa al ahorrista del plazo 
que tiene que esperar para recibir sus recursos. Si uno le da esos bonos al República en lugar de su 
derecho contra el Fondo de Estabilidad -que es lo que se estaría sugiriendo- no alcanza, porque hay 
una cartera que no se sabe cuánto vale y que no se la podemos dar al Banco República, porque allí 
directamente no hay nada para dar a sus ahorristas. Entonces nos encontraríamos ante el problema de 
que la disponibilidad contra el Fondo de Estabilidad del Sistema Bancario es efectiva; los bonos que 
pueda recibir en su lugar a valor nominal podrán valer lo mismo -por la parte en que están como 
contrapartida de ese Fondo de Estabilidad-, pero si el República necesita la liquidez y los tiene que 
salir a vender al mercado no valen lo mismo y ahí la cobertura disminuye. Además, hay una parte que 
está faltando pagar a los ahorristas que, precisamente, tiene que ver con recuperación de créditos y 
esperamos obtener efectivo o bonos en contrapartida pero seguimos con el mismo problema: no es lo 
mismo para el Banco República tener como activo bonos -que eventualmente tiene que salir a vender y 
el valor de mercado es menor si necesita el dinero- que disponer de efectivo contra el Fondo de 
Estabilidad del Sistema Bancario; la cobertura es totalmente distinta. 


Ni que hablar de otro elemento que mencioné en nuestra comparecencia del mes de febrero y que quiero 
volver a enfatizar, en cuanto a que una de las razones por las que se propagó la crisis -no digo que se generó- 
fueron los vasos comunicantes. En la propagación de la crisis, la corrida, sus impactos sobre las finanzas 
públicas, los Bancos y demás, estaba el hecho de que había un conjunto de Bancos en problemas que 
contaminaban todo el sistema bancario. Asistir a esos Bancos en problemas a la vez empezó a contaminar la 
capacidad del Estado de pagar sus deudas y al hacerlo empezó a contaminar la confianza que podía tener el 
público en el respaldo que el Estado podía dar sobre los depósitos del Banco República, y en definitiva 
también generó corrida sobre el Banco República. Entonces, cuando uno empieza a poner todo en la misma 
bolsa y tiene problemas en determinados elementos de esa bolsa, al final tiene un problema en la totalidad del 
asunto. Y una de las claves para cortar la corrida y salir de esa crisis fue, precisamente cortar los vasos 
comunicantes. Los Bancos que le generaban problemas al sistema fueron suspendidos y aislados. Por lo 
tanto, lo que pasara allí no afectaba el resto del sistema. El Banco República recibió determinados recursos y 
con eso quedó -no quiero utilizar la palabra "blindado", porque el término tiene connotaciones que vienen de 
la vecina orilla donde no tuvieron mucha suerte- bien defendido y protegido, con plena capacidad para 
responder sobre sus depósitos y aislado de lo que pudiera ser el resto del problema. Después el Estado se 
ocupó de su problema de deuda pública mediante otros mecanismos. 


Hoy por hoy tenemos una situación en la cual en el Banco de Crédito hay un proceso de liquidación que con 
su producido va a atender las necesidades de los ahorristas, también hay un proceso de liquidación en otros 
Bancos, que con su producido va a atender las necesidades de los ahorristas sin contaminar el resto del 
sistema, el Banco República está resolviendo su balance también sin contaminaciones hacia el resto del 


sistema, y el Nuevo Banco Comercial nació con un buen patrimonio y una buena cartera, de tal manera que 
también está con capacidad de atender a sus ahorristas. Los Bancos que hoy está abiertos lo están porque 
cada uno de ellos, individualmente, está en plena capacidad de responder por sus ahorristas. Entonces, nadie 
depende de nadie, todos están en plena capacidad de disponer por sus recursos, y el Estado ahora sí quedó 
libre para poder administrar lo que tiene por delante que es el problema de su endeudamiento que en estas 
condiciones va a ir disminuyendo gradualmente a lo largo del tiempo. Si empezamos nuevamente con el tema 
de que metemos al Banco República cartera pesada para que a cambio de eso libere sus derechos contra el 
Fondo de Estabilidad a fin de que con eso se le pague al Banco de Crédito, empezamos a generar el mismo 
tumor que propagó la crisis del año 2002. Por tanto, más allá de que el Parlamento está en todo su derecho de 
buscar la solución que entienda más conveniente para los ahorristas del Banco de Crédito, como presidente 
del Directorio que ha tenido que lidiar con todo esto durante estos años, quiero decir que por favor: 
aprendamos de lo que ocurrió; de lo contrario, dentro de unos años deberemos experimentar lo mismo. 


Quisiera hacer una puntualización con respecto a la denominación "ahorristas del Banco de Crédito". 


Nosotros, en su momento, al inicio de esta crisis, hablamos con ahorristas del Banco de Crédito y ellos nos 
decían: "No venda los bonos, démelos; me sirven. Y mire que si podemos recuperar cartera con bonos, yo los 
acepto; nosotros los aceptamos". Por tanto, iniciamos el proceso de llegar a un convenio en el cual se 
aceptaban los bonos como medio de pago. Luego aparecieron otros ahorristas que no estaban de acuerdo. 
Entonces, lo que tenemos hoy son ahorristas que aceptaron y aceptan y otros que no aceptan; pero no 
hablemos genéricamente de que "los ahorristas del Banco de Crédito" -como un todo- no aceptan el 
mecanismo actual, porque la única oportunidad en la que hubo una manifestación censal de la voluntad de 
todos los ahorristas del Banco de Crédito, con su voto sobre la decisión sobre cómo administrar la 
liquidación, fue cuando se celebró un convenio y ahí por mayoría y con los requerimientos legales, aceptaron 
este mecanismo. Hubo gente que estuvo en contra, que ha estado en contra durante todo este proceso y que 
ha estado buscando otras alternativas, y otra que estuvo a favor y consideró que esa era la alternativa viable. 
Pero no entremos en la consideración de que los ahorristas del Banco de Crédito, ahora todos, están en contra 
de lo que en definitiva ellos aprobaron hace seis o siete meses. Además, muchos de ellos ya han salido y 
cobrado, precisamente en base a lo establecido en aquel convenio, porque vamos a entendernos: esta 
liquidación fue exitosa por varios motivos. En primer lugar, los ahorristas están cobrando mucho porque en 
ese convenio el Estado se rezagó y dijo: "Ustedes cobran primero". En segundo término, la liquidación 
también ha sido exitosa porque habilitó mecanismos de pago, entre otros el de estos mismos bonos que a 
algunos hoy no les gustan. Pero el aceptar como medio de pago los bonos le permitió al administrador de la 
liquidación del Banco de Crédito cobrar créditos con bonos. Si los ahorristas no hubieran aceptado bonos 
como medio de pago, el señor liquidador no habría aceptado pagar a ningún deudor con bonos, y quiero ver 
si de otra manera se hubiera recuperado toda la cartera que se recuperó. También se tuvo éxito en la 
recuperación de cartera porque se aceptó la cuotaparte como medio de pago con un valor determinado. 
Quiero ver si este proceso hubiera sido tan exitoso si, como en los otros Bancos, no hubiéramos estado en 
condiciones de dar un valor a esa cuotaparte porque los ahorristas van a prorrata de lo que se obtenga. 


Aquí hubo un balance de intereses donde, evidentemente, los ahorristas postergaron el hecho de rehacerse de 
su dinero aceptando bonos como medio de pago, pero en definitiva obteniendo la garantía del Estado, que era 
lo que querían en aquel momento. Ellos decían: "Yo quiero garantías del Estado en la recuperación, más allá 
de que sea a largo plazo". Eso decían por lo menos los ahorristas que hablaban con nosotros; ese subgrupo, 
que era una comisión representativa de ahorristas, decía: "Nosotros entendemos la situación del Estado y que 
podemos recuperar a largo plazo, pero dennos garantías". Inclusive a muchos de ellos no les convencía la 
fórmula de pago de sus deudas por parte del Grupo de la Unificación en la medida en que ese mecanismo de 
recupero no tuviera también una garantía del Estado. Entonces, si el bono tiene garantía del Estado es 
conveniente. Cuando se habla de ahorristas del Banco de Crédito hay que saber si estamos hablando de todos 
o de algunos que sistemáticamente se han movilizado en contra de todo este proceso de liquidación. 


SEÑOR PAIS (don Gabriel).- Según el criterio del señor Presidente del Banco Central, una solución 
como la que plantea este proyecto de ley genera vasos comunicantes entre los ahorristas del Banco de 
Crédito, el Banco de la República y el Banco Central como administrador del Fondo de Estabilidad 
Bancaria, y retrotrae la situación a lo que se vivía antes de lograr frenar la corrida bancaria. 


SEÑOR DE BRUN.- Creamos los gérmenes de la crisis. 


SEÑOR PAIS (don Gabriel).- Era cuanto quería saber. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda agradece la presencia de las autoridades del Banco 
Central del Uruguay. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


